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Bogotá D.C., 24 de septiembre de 2020
Representante 
ALFREDO RAFAEL DELUQUE ZULETA
PRESIDENTE
COMISIÓN PRIMERA, CONSTITUCIONAL PERMANENTE
CÁMARA DE REPRESENTANTES
Ciudad
REF: Informe de Ponencia para primer debate en Cámara de Representantes del proyecto de ley No. 171 de 2020 Cámara.
Cordial Saludo.
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva de la Comisión Primera, Constitucional Permanente de la honorable Cámara de Representantes, mediante comunicación recibida el 27 de agosto de 2020, y con fundamento en los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª, de 1992, nos permitimos rendir ponencia para primer debate ante esta Comisión, del proyecto de ley No. 171 de 2020 Cámara, “POR MEDIO DE LA CUAL SE TRANSFIEREN COMPETENCIAS A LOS DEFENSORES DE FAMILIA PARA DESCONGESTIONAR LOS DESPACHOS JUDICIALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, el cual tiene como objeto transferir competencias de los Jueces de Familia en primera instancia a los Defensores de Familia, pertenecientes al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Adicionalmente, se modifica el proceso administrativo de restablecimiento de derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
De los Congresistas;
DAVID PULIDO NOVOA                                         ELBERT DIAZ LOZANO
Representante a la Cámara                                        Representante a la Cámara 
Coordinador ponente                                                   Coordinador ponente 
GABRIEL SANTOS GARCÍA                            INTI ASPRILLA REYES
Representante a la Cámara                                  Representante a la Cámara 
Ponente                                                                   Ponente 
ADRIANA MATIZ VARGAS

       OSCAR HERNÁN SANCHEZ LEÓN
Representante a la Cámara                                Representante a la Cámara
Ponente 



                   Ponente

(CON OBSERVACIÓN)

LUIS ALBERTO ALBAN URBANO
      CARLOS GERMÁN NAVAS CALERO

Representante a la Cámara


      Representante a la Cámara

Ponente




      Ponente 

ÁNGELA MARÍA ROBLEDO GÓMEZ

       

Representante a la Cámara





Ponente (con observaciones)





 

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE EN LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DEL PROYECTO DE LEY NO. 171 DE 2020, CÁMARA
“Por medio de la cual se transfieren competencias a los Defensores de Familia para descongestionar los despachos judiciales y se dictan otras disposiciones”
TRÁMITE DEL PROYECTO
Origen: Congresual



Autores: Senador Richard Aguilar Villa
ANTECEDENTES
Esta iniciativa fue radicada por el Senador Richard Aguilar Villa el 20 de julio, de 2020, ante la Secretaría General de la Cámara de Representantes, siendo publicada en la Gaceta del Congreso, No. 682, de 2020.
Con el fin de que el citado Proyecto de Ley siga su curso legal y reglamentario, y en atención a lo establecido en el artículo 150, de la Ley 5, de 1992, el 27 de agosto de 2020 de la presente anualidad, el Secretario de la Comisión Primera, Constitucional Permanente nos notificó, mediante oficio, nuestra designación como ponentes de esta iniciativa, razón por la cual hoy presentamos el Informe de Ponencia para Primer Debate ante esta célula legislativa, dándole cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 153, de la referida Ley 5.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. OBJETO. 
Transferir competencias que se encuentran en cabeza de los Jueces de Familia a los Defensores de Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar – ICBF, con el fin de agilizar procesos y descongestionar la Rama Judicial. 
2. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
2.1 Constitución Política de Colombia
ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.
ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.  Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.
ARTÍCULO 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable.

(…)

ARTICULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.
ARTÍCULO 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar.
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales.
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo, no les será permitido adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos.
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.
2.2 Sentencia Corte Suprema de Justicia STC027-2018 M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo

“Respecto a las garantías de los menores de edad, se torna necesario recordar que del artículo 44 de la Constitución Política se desprende el derecho esencial de estos a recibir alimentos; en efecto, de acuerdo con el citado canon constitucional, “son derechos fundamentales de los niños: la vida, integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separado de ella, el cuidado y el amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión”. 

2.3  Ley 1098 de 2006
El Código de Infancia y Adolescencia tiene como finalidad garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Faculta a los Comisarios y Defensores de Familia para velar por el reconocimiento de los derechos de los menores, reconocidos en la Constitución, Tratados internacionales y la Ley. 
2.4 Decreto 4840 de 2007
Reglamenta lo relacionado con las competencias concurrentes entre los Defensores de Familia y los Comisarios de Familia, atendiendo al componente misional de cada uno de ellos, para lograr una atención digna y humana, así como la optimización y el aprovechamiento de los recursos humanos, técnicos y presupuestales. 
2.4 Ley 1878 de 2018 
Modifica algunas disposiciones de la Ley 1098, en relación con el procedimiento administrativo de restablecimiento de derechos, proceso de adopción, conciliación, entre otros. 
2.5 Estatuto Integral del Defensor de Familia
Tiene como finalidad exponer los lineamientos jurídicos y administrativos de la labor de los Defensores de Familia, contiene el objeto de la figura y sus deberes frente a los niños, niñas y adolescentes y la entidad. 
3. JUSTIFICACIÓN.
El Defensor de Familia es el director del procedimiento administrativo de restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes. Es el servidor público que se encarga de ejecutar la protección y garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes, además de promover la integración armónica de la familia, a partir de su asesoría e intervención.  Por su parte, el jurista Eduardo García Sarmiento (1991) determina la importancia de la función del Defensor de Familia como una pieza clave en la Jurisdicción de Familia, en los siguientes términos:
“Organismos protectores del menor: Constituye un sistema de protección de los menores y señala como órgano rector al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, que funge por medio del titular Defensor de Familia, quizá el funcionario administrativo que en este campo recibe mayores poderes con lo que también exige mayores deberes, y de cuya capacitación, seriedad y convicción depende el éxito o el fracaso de las normas”
.
Desde esa óptica, las Defensorías de Familia son vistas como los órganos de intervención estatal especializadas en la defensa y la restauración, en algunos casos, de los derechos de niños, niñas y adolescentes, y en ejercicio de sus competencias logran movilizar a todos los actores institucionales, públicos y privados para tal fin. Adicionalmente, el artículo 79 del Código de la Infancia y la Adolescencia las define como dependencias del ICBF con una naturaleza multidisciplinaria, las cuales cuentan con equipos técnicos interdisciplinarios, integrados por psicólogos, trabajadores sociales y nutricionistas. 
Por otra parte, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en sus instructivos publicados a través de su portal web, define al Defensor de Familia como una instancia que busca atender eficazmente a los niños, niñas o adolescentes a quienes se les han vulnerado sus derechos, con el fin de evitar secuelas traumáticas en el futuro. La acción de este funcionario debe ir orientada a cuatro aspectos: prevención, protección, garantía de derechos y restablecimiento de derechos.
Las actuaciones de estos servidores públicos se rigen bajo el Código Disciplinario Único. 
El Código de Infancia y Adolescencia, en el artículo 81, consagra los deberes de los Defensores, a su cargo, tienen las obligaciones de: 
1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y procurar la mayor economía procesal, so pena de incurrir en responsabilidad por las demoras que ocurran.
2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes que la ley le otorga.
3. Prevenir, remediar y sancionar por los medios que señala la ley, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal.
4. Emplear las facultades que la ley le otorga en materia de pruebas, siempre que estime conducente y pertinente para verificar los hechos alegados por las partes y evitar nulidades y providencias inhibitorias.
5. Guardar reserva sobre las decisiones que deban dictarse en los procesos, so pena de incurrir en mala conducta.
6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.
3.1 Funciones específicas
“Los Defensores de Familia tienen como funciones aquellas encaminadas a la prevención, protección, garantía y restablecimiento de los derechos, las cuales se concretan en actuaciones administrativas y de policía que les corresponden como integrantes del I.C.B.F., y en acciones judiciales, administrativas, civiles, penales y de jurisdicción de familia, relativas a la adopción, alimentos, conciliaciones, denuncias penales, asistencia en los procesos del sistema de responsabilidad penal de adolescentes, y en general, toda la gama de intervenciones previstas en el artículo 82 y demás normas concordantes del Código de la Infancia y la Adolescencia”
.
FUNCIONES ADMINISTRATIVAS
3.1.1 Conciliación 
Se encarga de la conciliación extraprocesal en asuntos relacionados con obligaciones entre cónyuges, compañeros permanentes, padres e hijos, entre otros. Adicionalmente, dentro de sus actuaciones administrativas debe aprobar “ las conciliaciones en relación con la custodia y cuidado personal del niño, el establecimiento de las relaciones materno o paterno filiales, la determinación de la cuota alimentaria, la fijación provisional de residencia separada, la suspensión de la vida en común de los cónyuges o compañeros permanentes, la separación de cuerpos y de bienes del matrimonio civil o religioso, las cauciones de comportamiento conyugal, la disolución y liquidación de sociedad conyugal por causa distinta de la muerte del cónyuge y los demás aspectos relacionados con el régimen económico del matrimonio y los derechos sucesorales, sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los notarios”
.
3.1.2 Familia
En el mismo sentido, el Estatuto Integral del Defensor de Familia manifiesta las funciones en materia de familia, en los procesos de reconocimiento voluntario de hijos extramatrimoniales, debe citar al presunto padre y de darse el reconocimiento, deberá ordenar la inscripción en el acta. Adicionalmente, deberá representar a los menores en las actuaciones administrativas cuando: carezcan de representante legal, cuando haya incapacidad del representante o cuando quien genere la vulneración de derechos sea el representante. 
3.1.3 Medidas de restablecimiento 
Será el encargado del restablecimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes, cuando por alguna circunstancia se vean vulnerados, declarará la adoptabilidad del menor y autorizará la adopción según lo prevea la Ley
.
3.1.4 Materia Internacional
Dará los permisos de salida del país cuando no se requiera la intervención del juez, será el encargado de las acciones correspondientes cuando el menor se encuentre retenido fuera del país por su representante legal (padres u otros) y prestará apoyo en los consulados cuando se adelanten procesos de alimentos o pasaporte en el exterior. 
FUNCIONES JUDICIALES
3.1.5 Atribuciones - Jurisdicción Penal 
El Estatuto Integral del Defensor de Familia expresa las funciones judiciales delos Defensores, en materia penal, el Defensor de Familia tiene tres grandes funciones: primero, asume la asistencia y protección del menor cuando este ha cometido algún delito; segundo, deberá denunciar si advierte que el menor ha sido víctima de algún delito y será querellante cuando el sujeto pasivo no pueda acudir a la jurisdicción o en el delito de inasistencia alimentaria. 
3.1.6 Atribuciones - Jurisdicción de Familia 
El Defensor de Familia intervendrá en los procesos o casos en que sea solicitado por el Juez de Familia, como son los de
: 
 a) Cuando el hijo de familia deba litigar en contra de quien ejerce la patria potestad;
 b) Emancipación judicial del menor; 
c) Aprobación de la división de una herencia o de bienes raíces que el menor posea proindiviso con otros; 
d) Sucesión y petición de herencia. 
e) Procesos de filiación 
f) Investigación de Paternidad
 g) Impugnación de paternidad y maternidad, entre otros. En todo caso, el Defensor de Familia será citado al juicio siempre que se discutan derechos de los niños, niñas o adolescentes
También, en los casos en que el pupilo lo solicite en caso de que los actos del curador le resulten perjudiciales o cuando el juez deba ordenar medidas cautelares en procesos de alimentos. 
3.2 Cifras
Actualmente Colombia cuenta con 1.250 Defensores de familia
 que están trabajando en todo el país, así mismo, el ICBF cuenta con 33 Regionales y 214 Centros Zonales
 para atender casos de Familia, lo cual no solo corresponde a una situación positiva en materia de protección de derechos, sino que con el traslado de las competencias de que trata el presente proyecto de ley, se puede alivianar la carga a los Juzgados de Familia, teniendo en cuenta que, “por cada 100.000 habitantes se tienen apenas, en promedio, 11 jueces”
.
CENTROS ZONALES DEL ICBF
· Regional de Amazonas                                                                       (3)
· Regional Arauca                                                                                 (3) 
· Regional Atlántico                                                                              (9)
· Regional Bogotá                                                                                 (19)
· Regional Bolívar                                                                                 (9) 
· Regional Boyacá                                                                                 (13)
· Regional Caldas                                                                                   (7)
· Regional Caquetá                                                                                 (5)
· Regional Casanare                                                                               (3)
· Regional Cauca                                                                                    (8)
· Regional Cesar                                                                                     (7) 
· Regional Chocó                                                                                   (6)
· Regional Cundinamarca                                                                      (15)
· Regional Córdoba                                                                                (8)
· Regional Guainía                                                                                 (1)
· Regional Huila                                                                                     (5)  
· Regional La Guajira                                                                            (6)
· Regional Meta                                                                                     (6)
· Regional Nariño                                                                                  (10)
· Regional Norte de Santander                                                              (6) 
· Regional Putumayo                                                                             (4)
· Regional Quindío                                                                                (3)
· Regional Risaralda                                                                              (5)
· Regional San Andrés                                                                           (1)
· Regional Santander                                                                             (12)
· Regional Sucre                                                                                     (5)
· Regional Tolima                                                                                  (12)
· Regional Valle                                                                                     (15)
· Regional Vaupés                                                                                  (1)
· Regional Vichada                                                                                 (1)
3.3 Jueces de Familia
Los Jueces de Familia conocen de procesos en única y en primera instancia (código general del proceso: artículo 21 y 22)
ARTÍCULO 21. COMPETENCIA DE LOS JUECES DE FAMILIA EN ÚNICA INSTANCIA. Los jueces de familia conocen en única instancia de los siguientes asuntos:
1. De la protección del nombre de personas naturales.
2. De la suspensión y restablecimiento de la vida en común de los cónyuges y la separación de cuerpos y de bienes por mutuo acuerdo, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.
3. De la custodia, cuidado personal y visitas de los niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.
4. De la autorización para cancelar el patrimonio de familia inembargable, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.
5. De la citación judicial para el reconocimiento de hijo extramatrimonial, prevista en la ley.
6. De los permisos a menores de edad para salir del país, cuando haya desacuerdo al respecto entre sus representantes legales o entre estos y quienes detenten la custodia y cuidado personal.
7. De la fijación, aumento, disminución y exoneración de alimentos, de la oferta y ejecución de los mismos y de la restitución de pensiones alimentarias.
8. De las medidas de protección de la infancia en los casos de violencia intrafamiliar, cuando en el lugar no exista comisario de familia, y de los procedimientos judiciales para el restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes.
9. De las controversias que se susciten entre padres o cónyuges, o entre aquellos y sus hijos menores, respecto al ejercicio de la patria potestad y los litigios de igual naturaleza en los que el defensor de familia actúa en representación de los hijos.
10. De las diferencias que surjan entre los cónyuges sobre fijación y dirección del hogar, derecho a ser recibido en este y obligación de vivir juntos.
11. De la revisión de la declaratoria de adoptabilidad.
12. De la constitución, modificación o levantamiento de la afectación a vivienda familiar, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.
13. De la licencia para disponer o gravar bienes, en los casos previstos por la ley.
14. De los asuntos de familia en que por disposición legal sea necesaria la intervención del juez o este deba resolver con conocimiento de causa, o breve y sumariamente, o con prudente juicio o a manera de árbitro.
15. Del divorcio de común acuerdo, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.
16. De los conflictos de competencia en asuntos de familia que se susciten entre defensores de familia, comisarios de familia, notarios e inspectores de policía.
17. De la protección legal de las personas con discapacidad mental, sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los notarios.
18. Homologación de decisiones proferidas por otras autoridades en asuntos de familia, en los casos previstos en la ley.
19. La revisión de las decisiones administrativas proferidas por el defensor de familia, el comisario de familia y el inspector de policía en los casos previstos en la ley.
20. Resolver sobre el restablecimiento de derechos de la infancia cuando el defensor de familia o el comisario de familia hubiere perdido competencia.
El presente proyecto de ley busca transferir las competencias de los Jueces de Familia en única instancia, que se encuentran en los numerales 3, 5, 6 y 7. 
3.4 Congestión en los juzgados
“El estándar internacional señalado por la OECD es que se tengan 65 jueces por cada 100.000 habitantes y, en nuestro país, por cada 100.000 habitantes se tienen apenas en promedio 11 jueces, indicó el Contralor General, al intervenir en el XXV Encuentro de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que tuvo lugar en Santa Marta
”. Las congestiones que se presentan en los juzgados significan un proceso negativo para las respuestas de las demandas, lo cual genera incomodidad y atraso en resolver los casos que resultan ser muy importantes.
Las competencias que podrían transferirse, de los juzgados de familia al ICBF, son relativamente cercanas, lo cual no dispone de un cambio total, pues los defensores actualmente conocen estos procesos. Sin embargo, cuando no se logra una conciliación entre las partes se debe acudir al juez. 
Por otro lado, al remitirse a las “Cifras del Consejo Superior de la Judicatura, estas señalan que la congestión judicial en 2017, por la acumulación de procesos no atendidos a tiempo, superó el 45%; en 2016, fue de 37%; en 2015, de 45%; en 2014, de 48%; en 2013, de 47%; y en 2012, de 46%”
.
El nivel de retraso de los procesos en los que se vencieron los términos por atenderse de manera tardía, en el año 2017 fue del 0,3%; en 2016, de 0,4%; en 2015, de 3%; en 2014, de 6%; en 2013, de 5%; y en 2012, de 11%. “Los jueces justifican esta situación responsabilizando a la falta de personal y al cierre en 2015 de los juzgados de descongestión”
.
Los procesos judiciales en Colombia tardan mucho tiempo en resolverse, lo que se debe a la alta congestión de los juzgados. Esto vulnera el derecho de acceso a la justicia y genera problemas para el ciudadano que requiere una pronta solución por parte de la justicia, se estima que el represamiento supera los 15.000 procesos (2018)
. “El tiempo promedio para resolver un proceso judicial en Colombia es de 1.288 días (4 años), 735 más que la media de los países de la OCDE. Para reducir este tiempo y lograr una justicia rápida y oportuna, se deben adelantar importantes cambios”
.
“De acuerdo con las encuestas sobre legitimidad y credibilidad publicadas de la Corporación Excelencia en la Justicia - Fuente Gallup Poll Colombia-, la opinión ciudadana acerca del sistema judicial en Colombia ha crecido en desfavorabilidad, al pasar de un 55% en febrero de 2010 a un 80% en diciembre de 2018, correlativamente, la favorabilidad ha disminuido del 38 al 17% en el mismo periodo”
.  Sobre lo anterior, es posible afirmar que la credibilidad en la Rama Judicial, es muy baja; por lo cual, resulta pertinente generar una descongestión en el área de Juzgados de Familia, para trasladar competencias a los Defensores de Familia del ICBF.
3.4.1 Datos proporcionados por el Consejo Superior de la Judicatura
El autor y los ponentes de este proyecto solicitaron el 4 de septiembre de 2020, al Consejo Superior de la Judicatura las cifras que se relacionan a continuación: 
El índice de congestión para el año 2019 de los juzgados de familia del país es del 24.7% y de los despachos promiscuos de familia es del 27.2%. El índice de congestión en los despachos de tribunal en la especialidad de familia es del 26.7%. Cabe resaltar que esta información es a nivel nacional y para todos los tipos de proceso que gestiona la especialidad. 


En las siguientes tablas se relaciona la información de movimiento de procesos – carga laboral, egresos efectivos e inventario final de los despachos de familia para los siguientes tipos de procesos disponibles en el Sistema de Información Estadística de la Rama Judicial- SIERJU:
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	                                                         Juzgados Familia del Circuito



	DEPARTAMENTO
	                    CANTIDAD

	ATLÁNTICO
	8

	BOGOTÁ
	32

	BOLIVAR
	7

	BOYACÁ
	3

	CALDAS
	7

	CAQUETÁ
	2

	CASANARE
	2

	CAUCA
	3

	CESAR
	3

	CHOCÓ 
	2

	CÓRDOBA
	1

	CUNDINAMARCA
	5

	HUILA
	5

	MAGDALENA 
	4

	ANTIOQUIA
	21

	META
	4

	NARIÑO 
	6

	NORTE DE SANTANDER 
	5

	PUTUMAYO
	1

	QUINDIO
	5

	RISARALDA
	5

	SUCRE
	1

	TOLIMA
	6

	VALLE DEL CAUCA
	14

	SANTANDER
	8


3.5 Atribución excepcional de función jurisdiccional 
El artículo 116 de la Constitución Política permite de forma excepcional atribuir funciones jurisdiccionales a autoridades administrativas en materias precisas. Esta disposición no se permite para instrucción de sumarios o el juzgamiento de delitos. El legislador previó esta medida con el fin de descongestionar los juzgados y aplicar conocimientos más técnicos. 
Sobre el particular, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-156 de 2013, determinó: 
“Su desarrollo debe efectuarse cumpliendo tres condiciones o tres grupos de condiciones, así: En primer término, debe respetar un principio de excepcionalidad, asociado a (i) la reserva de ley en la definición de funciones (incluidos los decretos con fuerza de ley), (ii) la precisión en la regulación o definición de tales competencias; y (iii) el principio de interpretación restringida o restrictivita de esas excepciones. En segundo lugar, la regulación debe ser armónica con los principios de la administración de justicia, entre los que se destacan (iv) la autonomía e independencia judicial; (v) la imparcialidad del juzgador; y (vi) un sistema de acceso a los cargos que prevea un nivel determinado de estabilidad para los funcionarios judiciales.  Y, por último, debe ajustarse al principio de asignación eficiente de las competencias, el cual se concreta en un respeto mínimo por la especialidad o la existencia de un nivel mínimo de conexión entre las materias jurisdiccionales y las materias administrativas en las que potencialmente interviene el órgano. Esa conexión debe ser de tal naturaleza, que asegure el derecho a acceder a un juez competente, y que, a la vez, brinde garantías suficientes de independencia de ese juzgador”
.
No obstante, la Corte ha fijado unas limitaciones para la atribución jurisdiccional, en las cuales se restringe la suplantación total de la Rama Judicial e intervenir de tal forma que se ponga en riesgo la imparcialidad y la autonomía.
3.6 Concepto Sindicato Sintrafamiliar 
El pasado 3 de septiembre del 2020, fue allegado a la oficina del autor de esta iniciativa, Senador Richard Aguilar, el concepto de apoyo a este proyecto de ley por parte del Sindicato de Trabajadores de la Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar- Sintrafamiliar. El cual se transcribe, a continuación: 
“EL PROYECTO COMO RESPUESTA SOCIAL”
La entrada en vigencia de la ley permitirá de manera efectiva descongestionar los juzgados, sin embargo, lo que se pretende de manera principal es que los usuarios del servicio de justicia puedan obtener respuesta rápida y eficaz a sus problemas.
Son temas sensibles como los alimentos de los niños, niñas y adolescentes que podrán decretarse desde la presentación de la solicitud por la persona interesada acreditando el registro civil y la información de la vinculación laboral del padre o la madre, para que se ordene por vía administrativa consignar a favor del menor la cuota de alimentos. No tendrá que esperar el menor, el trámite de un proceso judicial lento para obtener el mínimo vital para su subsistencia.
Los permisos de salida del país se tramitan ante los defensores de familia, y solo van al juez cuando hay oposición. Este trámite luego de un decreto de pruebas sin duda puede ser resuelto de manera expedita por el defensor de familia, con el apoyo de los estudios aportados por el equipo interdisciplinario. En la actualidad estos procesos pueden durar más de 18 meses, haciendo que las expectativas de viajar fuera del país, se conviertan en un dolor de cabeza para quien las tramita, haciendo que se decline en muchas veces de esta opción de brindar a los NNA la posibilidad de gozar de espacios vacacionales y culturales ante negativas infundadas, generadas por desacuerdos entre los adultos.
Con la ley se estaría resolviendo necesidades y preocupaciones de usuarios de todos los estratos, pero particularmente de los sectores sociales más desprotegidos que acuden a los jueces en busca de una pronta administración de justicia y se encuentran con obstáculos, demoras excesivas y costos muy altos.
Las defensorías de familia asumen las competencias por la naturaleza de los asuntos, de esta manera existen defensorías especializadas asignadas a los juzgados que serían las encargadas de asumir los casos que se trasladan de los juzgados y para ello contarán con abogados sustanciadores que nivelarían la carga laboral que se traslada.
CELERIDAD Y OPORTUNIDAD EN ELTRAMITE:
Porque siendo asuntos que hacen relación a derechos de las niñas, los niños y los adolescentes, su restablecimiento debe tener un proceso expedito y rápido, que puede garantizarse a través de un proceso administrativo con una duración razonable y que ofrezca las garantías legales para las partes e interesados.
La razón de ser de una adecuada administración de justicia se puede predicar en una  decisión judicial o administrativa, cuando ésta, además de ser justa se resuelve de manera pronta, que es lo que se busaca se ofrezca a través de las defensorías de familia.
La especialidad en la materia amerita especial atención, toda vez que el ICBF, cuenta con profesionales expertos dedicados a tratar estos asuntos y al transferirles esta competencia, en instancia administrativa, se puede garantizar que la experticia de equipos técnicos y especializados con los que cuenta: Abogados, psicólogos, trabajadores sociales y nutricionistas garanticen un trámite confiable y con mayor agilidad.
El conocimiento técnico especializado garantiza un resultado que permite reducir los tiempos en término de meses y los usuarios podrán ver satisfechas sus aspiraciones de manera más ágil.
Los ciudadanos en general tienen un mayor acceso a los servicios del ICBF, y a sus programas especializados por su misionalidad. Los despachos judiciales, carecen de los mismos, lo que constituye un valor agregado en la garantía de los derechos de las niñas, los niños y los adolescentes, además hoy los señores jueces carecen de los equipos técnicos interdisciplinarios que ya tenemos las defensorías de familia, personal que sin duda le da una mayor especialidad en cuanto a la solución mas adecuada para estos asuntos.
Acá no solo se involucran derechos de hijos y progenitores, sino principios y valores de la familia en los artículos 42, 43, 44 y 45 siguientes de la Constitución Política, como la columna vertebral de la sociedad en un Estado social de derecho como el nuestro y que encuentran raigambre en los tratados y convenios internacionales, como en la Convención internacional de los derechos del niño.
En el escenario administrativo se garantiza un trámite oportuno y especializado que brindará efectividad a los derechos que a diario se debaten en todos los estratos de la sociedad colombiana y de manera particular en los de menores posibilidades económicas y sociales.
En materia probatoria acreditadas estas o decretadas de oficio para verificar los hechos, se podrán adoptar medidas sustanciales con el fin de ordenar de manera inmediata, por ejemplo que el empleador consigne a favor del menor las cuotas de alimentos señaladas o que sean adeudadas por el progenitor, se fijaría el régimen de visitas de manera concomitante con la petición de visitas o resolver lo relacionado con la custodia y los permisos de salida del país casi de manera concomitante con la formulación de solicitud.
Se trasladarían estos procesos de manera específica porque de estas materias o similares conocen los defensores de familia por disposición de la ley 1098 de 2006, la ley 1898 de 2018 y en aplicación de la ley 640 de 2001, y porque en materia de fijación de cuota de alimentos y su ejecución, se constituye en un avance legal y social sin precedentes cuando al menor desde su petición al acreditar su paternidad con el registro civil y la constancia laboral del progenitor (deudor), se le garantice que puede disfrutar de sus alimentos con una orden administrativa emitida por el defensor de familia al empleador.
De igual manera sucedería con la asignación de la custodia y el establecimiento del régimen de visitas, que actualmente establece a través de procesos administrativos de restablecimiento de derechos.
NECESIDAD DE ESTUDIO DE CARGAS LABORALES.
Esta iniciativa sin duda necesita de un estudio juicioso de cargas laborales para determinar la cantidad de talento humano requiere para asumir esta transferencia de funciones. Al  respecto en la actualidad se está llevando a cabo un estudio de cargas laborales, contratado por el ICBF con la Unión Temporal EPYCA 2020, estudio aprobado en la última mesa de negociación sindical, con el cual se pretende visibilizar los requerimientos del ICBF, para debido al trámite de las solicitudes que se tramitan.
ANTECEDENTES DE TRANSFERENCIA DE FUNCIONES DE LA RAMA JUDICIAL A AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.
La ley 23 de 1991 transfirió competencias de los juzgados a las Inspecciones de policía, convirtiendo algunos delitos en contravenciones especiales de policía. Bajo la figura pública de la descentralización por colaboración, se atribuyeron a las Notarías asuntos que eran exclusivos de los jueces como los divorcios, trámites sucesorales, liquidación de sociedades conyugales entre otros.
Afirmamos que las funciones de los defensores de familia son en gran medida de contenido jurídico y sustancial, similares a las que cumplen los jueces de familia del circuito, por ello son equiparables para que estos funcionarios administrativos puedan conocer de esta clase de procesos, razón por la cual el gremio de defensores de familia presenta la iniciativa legislativa que resolverá la problemática social expuesta, descongestionar despachos judiciales y le reconocerá la categoría de autoridades administrativas y directores del proceso a los defensores de familia.”
3.7.  OBSERVACIONES REPRESENTANTE ÁNGEL MARÍA ROBLEDO
La congestión judicial presente en los Juzgados de Familia ha llevado a que el acceso a la justicia pronta y efectiva se vea afectado para las personas. A procedimientos que no resultan de gran complejidad procesal, y que podrían ser resueltos en un breve tiempo, deberían dársele alternativas para resolución eficaz, es así como el presente proyecto bajo estudio resulta en una alternativa que merece un análisis por parte de la Comisión Primera de Cámara como una alternativa. Sin embargo, lo anterior no implica que se convierta en regla de la descongestión judicial la entrega de competencias jurisdiccionales a la administración, por lo cual sólo resultaría competente entrar a avalar ciertas competencias que guarden debida justificación para hacer el traslado a las Defensorías de Familia. Competencias como el reconocimiento de hijo extramatrimonial o la fijación de cuota alimentaria deben observase con especial atención en cuanto a la conveniencia que resultaría lo propuesto por esta inciativa. 
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RELACIÓN DE POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS
En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, que modifica el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, disposición por medio de la cual se le imparte a los autores y ponentes la obligación de presentar en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del presente proyecto, de acuerdo al artículo 286; manifiesto que, esta iniciativa legislativa no genera conflictos de interés a los congresistas que participen en su discusión y votación, por ser un proyecto que no resulta en un beneficio particular, actual y directo en su favor, de conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la referida Ley 2003. 
Ese beneficio particular se presenta cuando el congresista tiene un privilegio del cual no gozan el resto de los ciudadanos, es decir, no hay conflicto de interés cuando se trata del interés general, común a todos, es decir, si el interés se confunde con el que le asiste a todas las personas o a la comunidad en general, en igualdad de condiciones, no existe conflicto, pues en tal caso estaría actuando en interés de la colectividad y no en el suyo propio, en palabras del Consejo de Estado. El beneficio es actual cuando efectivamente se configura en las circunstancias presentes y es directo cuando se produce de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. En este caso, se trata de un proyecto que busca transferir competencias de los Jueces de Familia en primera instancia a los Defensores de Familia, en pro de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, por tanto, el beneficio no puede ser particular, actual y directo.
Sobre el respecto, el Consejo de Estado en Sentencia proferida el 10 de noviembre de 2009, hace las siguientes precisiones al referirse a los elementos que deben concurrir para que se configure la violación al régimen de conflicto de intereses como causal de pérdida de investidura:
“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”
(SUBRAYADO FUERA DE TEXTO).
MODIFICACIONES PROPUESTAS EN EL TEXTO PARA PRIMER DEBATE
Nos permitimos radicar la siguiente ponencia para primer debate en Cámara de Representantes, que adopta el texto radicado por el autor, con algunas modificaciones en la exposición de motivos en donde se incluye el concepto del Sindicato de Trabajadores de la Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar- SINTRAFAMILIAR, allegado el 3 de septiembre, en el cual manifiestan su apoyo a esta iniciativa. Así mismo, se incluyó la información suministrada por el Consejo Superior de la Judicatura, en respuesta al derecho de petición que solicitamos autor y coordinadores, sobre la congestión y número de procesos en los Juzgados de Familia y Promiscuos de Familia.  De igual forma, se realizaron modificaciones en el articulado en aras de mejorar la redacción del texto y complementar las disposiciones, tal y como se explica en el siguiente cuadro: 
	TEXTO RADICADO
	PROPUESTA PARA INFORME DE PONENCIA
	OBSERVACIONES SOBRE LAS MODIFICACIONES

	“Por medio de la cual se transfieren competencias a los Defensores de Familia para descongestionar los despachos judiciales y se dictan otras disposiciones”
	“Por medio de la cual se transfieren competencias a los Defensores de Familia para descongestionar los despachos judiciales y se dictan otras disposiciones”
	No se proponen modificaciones, queda igual. 

	Artículo 1̊. Objeto: La presente ley tiene por objeto transferir competencias que se encuentran en cabeza de los Jueces de Familia a los Defensores de Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar – ICBF, con el fin de agilizar procesos y descongestionar la Rama Judicial. 


	Artículo 1̊. Objeto: La presente ley tiene por objeto transferir competencias que se encuentran en cabeza de los Jueces de Familia a los Defensores de Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar – ICBF, con el fin de agilizar los procesos y descongestionar la Rama Judicial, en virtud de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Política. 
	Resulta significativo incluir el artículo 116 de la C.P., por ser el fundamento constitucional que habilita a las autoridades administrativas para ejercer funciones jurisdiccionales. 



	Artículo 2̊. Elimínense los numerales 3, 5, 6 y 7 del artículo 21, de la Ley 1564 del 2012.


	Artículo 2̊. Elimínense los numerales 3, 5, 6 y 7 del artículo 21, de la Ley 1564 del 2012.


	No se proponen modificaciones, queda igual.

Se eliminan estos artículos de la ley 1564 del 2012 porque se retiran estas competencias de los Jueces de Familia en única instancia y se trasladan a los Defensores de Familia. 

	Artículo 3°. Adiciónese un artículo nuevo a la Sección 2 - FUNCIONAMIENTO Y COMPETENCIAS DE LAS DEFENSORÍAS DE FAMILIA Y DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA, del Capítulo 9 del Título 3 de la Parte 2 del Libro 2, del Decreto Único Reglamentario 1069, de 2015, del siguiente tenor:.

Artículo nuevo. Procesos de única instancia en materia de familia. Los Defensores de Familia conocerán en única instancia de los siguientes asuntos: 

1. De la custodia, cuidado personal y visitas de los niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.

2. De la citación judicial para el reconocimiento de hijo extramatrimonial, prevista en la ley.

3. De los permisos a menores de edad para salir del país, cuando haya desacuerdo al respecto entre sus representantes legales o entre estos y quienes detenten la custodia y cuidado personal.

4. De la fijación, aumento, disminución y exoneración de alimentos, de la oferta y ejecución de los mismos y de la restitución de pensiones alimentarias.


	Artículo 3°. Adiciónese un artículo nuevo a la Sección 2 - FUNCIONAMIENTO Y COMPETENCIAS DE LAS DEFENSORÍAS DE FAMILIA Y DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA, del Capítulo 9 del Título 3 de la Parte 2 del Libro 2, del Decreto Único Reglamentario 1069, de 2015, del siguiente tenor:.
Artículo nuevo 3. Procesos de única instancia en materia de familia. Los Defensores de Familia conocerán en única instancia de los siguientes asuntos. Ejercicio de funciones jurisdiccionales. Los Defensores de Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar – ICBF ejercerán en única instancia las siguientes funciones jurisdiccionales, cuando no exista ánimo conciliatorio y/o cuando la conciliación fracase en la etapa administrativa: 
1. De la custodia, cuidado personal y visitas de los niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.

2. De la citación judicial para el reconocimiento de hijo extramatrimonial, prevista en la ley.

3. De los permisos a menores de edad para salir del país, cuando haya desacuerdo al respecto entre sus representantes legales o entre estos y quienes detenten la custodia y cuidado personal.

4. De la fijación, aumento, disminución y exoneración de alimentos, de la oferta y ejecución de los mismos y de la restitución de pensiones alimentarias.
	Teniendo en cuenta que se transfieren funciones jurisdiccionales a los Defensores de Familia, es decir, se configura un procedimiento especial, se considera que no se deben mezclar con las funciones administrativas; por ello, se debe crear un artículo independiente no modificatorio de una norma jurídica en específico. 

De otra parte y en consideración a que los Defensores conocen de los temas enumerados cuando no existe controversia, se debe precisar que las funciones jurisdiccionales sólo aplican cuando no existe ánimo conciliatorio, porque se generaría una confusión normativa en el entendido que la Ley 1098 de 2006 (artículo 82 numerales 9 y 10 y articulo 110) ya habilita a los Defensores para conocer de estos temas cuando haya ánimo conciliatorio.


	Artículo 4°. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 1098 de 2006, del siguiente tenor: 

Artículo 100A. En los procesos administrativos de restablecimiento de derechos, de competencia de los Defensores de Familia, se procederá así: 

Cuando se trate de asuntos que puedan conciliarse, el defensor de familia o, en su caso, el inspector de policía citará a las partes, por el medio más expedito, a audiencia de conciliación que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud. Si las partes concilian se levantará acta y en ella se dejará constancia de lo conciliado y de su aprobación.
Fracasado el intento de conciliación, o transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin haberse realizado la audiencia, y cuando se trate de asuntos que no la admitan, el funcionario citado procederá a establecer mediante resolución motivada las obligaciones de protección al menor, incluyendo la obligación provisional de alimentos, visitas y custodia.
Si se declara fracasada la audiencia de conciliación el Defensor de Familia señalará fecha y hora para que en una sola audiencia se sanee el proceso, se decreten las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio se consideren, se escuchen a las partes y se profiera la decisión administrativa que en derecho corresponda. 
	Artículo 4°. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 1098 de 2006, del siguiente tenor: 

Artículo 100A. En los procesos administrativos de restablecimiento de derechos, de competencia de los Defensores de Familia, se procederá así: 

Cuando se trate de asuntos que puedan conciliarse, el defensor de familia o, en su caso, el inspector de policía citará a las partes, por el medio más expedito, a audiencia de conciliación que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud. Si las partes concilian se levantará acta y en ella se dejará constancia de lo conciliado y de su aprobación.
Fracasado el intento de conciliación, o transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin haberse realizado la audiencia, y cuando se trate de asuntos que no la admitan, el funcionario citado procederá a establecer mediante resolución motivada las obligaciones de protección al menor, incluyendo la obligación provisional de alimentos, visitas y custodia.
Si se declara fracasada la audiencia de conciliación el Defensor de Familia señalará fecha y hora para que en una sola audiencia se sanee el proceso, se decreten las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio se consideren, se escuchen a las partes y se profiera la decisión administrativa que en derecho corresponda. 


	Los artículos 4, 6, y 7 (está mal la numeración) contradicen lo dispuesto en la exposición de motivos, que establece el otorgamiento de funciones jurisdiccionales a los Defensores, como quiera que se habla de actuaciones administrativas y de ser así, estas ya son ejercidas por los Defensores; por ello, es necesario precisar la redacción. 

Por otro lado, tampoco es claro porque se incluyen a los inspectores de policía, cuando las funciones solo estarían dadas para los Defensores.

	Artículo 6°. Expresada la oposición en la audiencia frente a la decisión proferida, el expediente deberá ser remitido al Juez de Familia competente, para homologar el fallo, de lo contrario, quedará ejecutoriado el acto administrativo, conforme a la ley. 
	Artículo 6°. Expresada la oposición en la audiencia frente a la decisión proferida, el expediente deberá ser remitido al Juez de Familia competente, para homologar el fallo, de lo contrario, quedará ejecutoriado el acto administrativo, conforme a la ley. 
	

	Artículo 7°. Son parte en estos procesos especiales el solicitante, la persona requerida o demandada, su defensor y el agente del Ministerio Público.


	Artículo 7°. Son parte en estos procesos especiales el solicitante, la persona requerida o demandada, su defensor y el agente del Ministerio Público.


	

	
	Artículo 4°. Procedimiento. Cuando se trate de asuntos que puedan conciliarse, el defensor de familia citará a las partes, por el medio más expedito, a audiencia de conciliación que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud. Si las partes concilian se levantará acta y en ella se dejará constancia de lo conciliado y de su aprobación.
Fracasado el intento de conciliación, o transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin haberse realizado la audiencia, el Defensor de Familia señalará fecha y hora para que en una sola audiencia se sanee el proceso, se decreten y practiquen las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio se consideren, se escuchen a las partes y se profiera la decisión de única instancia que en derecho corresponda. En caso de no poderse practicar las pruebas se fijará una nueva fecha de audiencia la cual deberá realizarse dentro de los 10 días siguientes. 
	Se propone este artículo nuevo, con el fin de sanear lo que se considera contradictorio en los artículos 4, 6 y 7 que se eliminan del articulado radicado por el autor. 

Se crear un artículo independiente, no modificatorio de una norma jurídica en específico. 



	Artículo 8°. El Gobierno Nacional, vía decreto, otorgará un incremento salarial a los Defensores de Familia en razón de las funciones que cumplen y las nuevas que asumen en virtud de la presente ley. 


	Artículo 8 5°. El Gobierno Nacional, vía decreto, podrá otorgar otorgará un incremento salarial a los Defensores de Familia en razón de las funciones que cumplen y las nuevas que asumen en virtud de la presente ley.
	Se corrige la numeración del artículo y se cambia la palabra “otorgará” por “podrá otorgar. 

	
	Artículo 6°. El Gobierno Nacional, por medio del ICBF en un término de seis (6) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, de manera progresiva y acorde al  marco fiscal de mediano plazo, se encargará de ampliar el número de Defensores de Familia dispuesto para cada municipio conforme al número de habitantes de los mismos.
	Se incluye este nuevo artículo con el fin de aumentar el número de defensores de familia en el país y se logre dar celeridad a los procesos, sin buscar generar más cargas a los que ya existen. 

A 2019 eran 851 Defensores de Familia, se esperaba poder ampliar a 1121 el número de Defensores, atendiendo a las nuevas obligaciones se considera pertinente ampliar dicho número. 

	Artículo 9°. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar creará el cargo de abogado sustanciador en los despachos de los Defensores de Familia, el cual podrá ser desempeñado por los estudiantes de las facultades de Derecho, en desarrollo de su judicatura. 
	Artículo 9 7°. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar creará el cargo de abogado sustanciador en los despachos de los Defensores de Familia, el cual podrá ser desempeñado por los estudiantes de las facultades de Derecho, en desarrollo de su judicatura.
	Se corrige la numeración del artículo. En su texto no se proponen modificaciones, queda igual. 

	Artículo 10°. En los aspectos no regulados por la presente ley son aplicables las disposiciones del Código General del Proceso. 
	Artículo 10 8°. En los aspectos no regulados por la presente ley son aplicables las disposiciones del Código General del Proceso. 
	Se corrige la numeración del artículo. En su texto no se proponen modificaciones, queda igual.

	Artículo 11°. Vigencia: La presente ley rige a partir de su promulgación. 


	Artículo 11 9°. Vigencia: La presente ley rige a partir de su promulgación. 


	Se corrige la numeración del artículo. En su texto no se proponen modificaciones, queda igual.


PROPOSICIÓN FINAL
Por las anteriores consideraciones, proponemos a la Comisión Primera, Constitucional Permanente de la honorable Cámara de Representantes, darle Primer Debate al Proyecto de Ley No. 171 de 2020, Cámara, “Por medio de la cual se transfieren competencias a los Defensores de Familia para descongestionar los despachos judiciales y se dictan otras disposiciones”. 
Atentamente,

DAVID PULIDO NOVOA                                  ELBERT DIAZ LOZANO
Representante a la Cámara                                 Representante a la Cámara 
Coordinador ponente                                           Coordinador ponente 
GABRIEL SANTOS GARCÍA                           INTI ASPRILLA REYES
Representante a la Cámara                                 Representante a la Cámara 
Ponente                                                                  Ponente 
ADRIANA MATIZ VARGAS

          OSCAR HERNÁN SANCHEZ LEÓN
Representante a la Cámara                                    Representante a la Cámara
Ponente 




           Ponente

(CON OBSERVACIÓN)
LUIS ALBERTO ALBAN URBANO
      CARLOS GERMÁN NAVAS CALERO

Representante a la Cámara


       Representante a la Cámara

Ponente




       Ponente 

ÁNGELA MARÍA ROBLEDO GÓMEZ

       

Representante a la Cámara





Ponente (con observaciones)







TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE EN CÁMARA DE REPRESENTANTES
PROYECTO DE LEY No. 171 DE 2020, CÁMARA
“Por medio de la cual se transfieren competencias a los Defensores de Familia para descongestionar los despachos judiciales y se dictan otras disposiciones”
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1̊. Objeto: La presente ley tiene por objeto transferir competencias que se encuentran en cabeza de los Jueces de Familia a los Defensores de Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar – ICBF, con el fin de agilizar los procesos y descongestionar la Rama Judicial, en virtud de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Política. 
Artículo 2̊. Elimínense los numerales 3, 5, 6 y 7 del artículo 21, de la Ley 1564 del 2012.
Artículo 3°. Ejercicio de funciones jurisdiccionales. Los Defensores de Familia del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar – ICBF ejercerán en única instancia las siguientes funciones jurisdiccionales, cuando no exista ánimo conciliatorio y/o cuando la conciliación fracase en la etapa administrativa: 
1. De la custodia, cuidado personal y visitas de los niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de la competencia atribuida a los notarios.

2. De la citación judicial para el reconocimiento de hijo extramatrimonial, prevista en la ley.

3. De los permisos a menores de edad para salir del país, cuando haya desacuerdo al respecto entre sus representantes legales o entre estos y quienes detenten la custodia y cuidado personal.

4. De la fijación, aumento, disminución y exoneración de alimentos, de la oferta y ejecución de los mismos y de la restitución de pensiones alimentarias.
Artículo 4°. Procedimiento. Cuando se trate de asuntos que puedan conciliarse, el defensor de familia citará a las partes, por el medio más expedito, a audiencia de conciliación que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud. Si las partes concilian se levantará acta y en ella se dejará constancia de lo conciliado y de su aprobación.
Fracasado el intento de conciliación, o transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin haberse realizado la audiencia, el Defensor de Familia señalará fecha y hora para que en una sola audiencia se sanee el proceso, se decreten y practiquen las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio se consideren, se escuchen a las partes y se profiera la decisión de única instancia que en derecho corresponda. En caso de no poderse practicar las pruebas se fijará una nueva fecha de audiencia la cual deberá realizarse dentro de los 10 días siguientes.
Artículo 5°. El Gobierno Nacional, vía decreto, podrá otorgar un incremento salarial a los Defensores de Familia en razón de las funciones que cumplen y las nuevas que asumen en virtud de la presente ley.
Artículo 6°. El Gobierno Nacional, por medio del ICBF en un término de seis (6) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, de manera progresiva y acorde al  marco fiscal de mediano plazo, se encargará de ampliar el número de Defensores de Familia dispuesto para cada municipio conforme al número de habitantes de los mismos.
Artículo 7°. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar creará el cargo de abogado sustanciador en los despachos de los Defensores de Familia, el cual podrá ser desempeñado por los estudiantes de las facultades de Derecho, en desarrollo de su judicatura.
Artículo 8°. En los aspectos no regulados por la presente ley son aplicables las disposiciones del Código General del Proceso.
Artículo 9°. Vigencia: La presente ley rige a partir de su promulgación. 
Atentamente,         
DAVID PULIDO NOVOA                                            ELBERT DIAZ LOZANO
Representante a la Cámara                                           Representante a la Cámara 
Coordinador ponente                                                      Coordinador ponente 
GABRIEL SANTOS                                          INTI ASPRILLA REYES
Representante a la Cámara                               Representante a la Camara
Ponente 




           Ponente

ADRIANA MATIZ VARGAS
                      OSCAR HERNÁN SANCHEZ LEÓN
Representante a la Cámara                                    Representante a la Cámara
Ponente 




           Ponente

(CON OBSERVACIÓN)
LUIS ALBERTO ALBAN URBANO
      CARLOS GERMÁN NAVAS CALERO

Representante a la Cámara


       Representante a la Cámara

Ponente




       Ponente 

ÁNGELA MARÍA ROBLEDO GÓMEZ

       

Representante a la Cámara





Ponente (con observaciones)
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